
		
			[image: 1.png]
		


		
			
				[image: ]
			

		

		
			
			

		

		


		
			


  
    Índice

    
      	
        INTRODUCCIÓN
      

      	
        LAS GUERRAS POR EL PODER POLÍTICO
      
        	
          El reverso de la moneda. La cancelación y las guerras contra la construcción de nuevas entidades políticas
        

        	
          Las demandas políticas de los grupos armados
        

        	
          La financiación de los grupos armados y la pérdida de la inocencia
        

        	
          ¿Reparto del poder o democracia?
        

        	
          La cultura de la violencia y el belicismo
        

        	
          La recaída en los conflictos políticos: cuando no se aprenden las lecciones del pasado
        

      

      

      	
        RADIOGRAFÍA DEL PODER POLÍTICO EN CONTEXTOS BÉLICOS
      
        	
          Los agravios como factor promotor de demandas políticas
        

      

      

      	
        LA IMPORTANCIA DE LOS LIDERAZGOS Y SU CAPACIDAD DE PERSUASIÓN
      
        	
          Los liderazgos de las insurgencias
        

        	
          Los mecanismos para movilizar
        

      

      

      	
        LAS CAUSAS SUBYACENTES Y LOS DETONANTES DE LAS GUERRAS POLÍTICAS
      
        	
          La fragilidad de los Estados
        

        	
          Las autocracias y sus elecciones como factores BELÍGENOS
        

      

      

      	
        DE LA "BURBUJA DE LA TRIBU" A LA FLEXIBILIDD COGNITIVA, PASANDO POR LOS INCENTIVOS DE OPORTUNIDAD
      
        	
          La flexibilidad cognitiva como antídoto
        

        	
          La elección de la identidad y la diversidad de filiaciones
        

        	
          La influencia de la analfabetización
        

      

      

      	
        LA DIMENSIÓN DE GÉNERO. LA MILITARIZACIÓN DE LA MASCULINIDAD Y LAS MASCULINIDADES BELICISTAS
      

      	
        NEGOCIAR SOBRE EL PODER POLÍTICO EN LOS PROCESOS DE PAZ
      
        	
          El dividendo de la paz
        

        	
          El poder político después de los acuerdos de paz
        

        	
          Más allá del reparto del poder. El reconocimiento de las demandas étnicas
        

      

      

      	
        PROPUESTAS PARA EL FUTURO. LA CAJA DE HERRAMIENTAS PARA LA PAZ POLÍTICA
      

      	
        NOTAS
      

    

  
  
    Hitos

    
      	
        Cover
      

      	
        Página de título
      

      	
        Página de copyright
      

      	
        Introducción
      

      	
        Índice de contenido
      

      	
        Notas al pie
      

    

  

Vicenç Fisas    

			Las guerras por el poder político 




















			
				[image: ]
			[image: ]

		

		
			






Colección Investigación y Debate




			

















































































































© Vicenç Fisas, 2026




			©	Los libros de la Catarata, 2026

				ZURBANO, 76

				28010 MADRID

				Tel. 91 532 20 77

				www.catarata.org




			Las guerras por el poder político	




				

			isbne: 978-84-1067-551-3

			ISBN: 978-84-1067-529-2

			DEPÓSITO LEGAL: M-1165-2026

			thema: JPWS/NHTX




			este libro ha sido editado para ser distribuido. La intención de los editores es que sea utilizado lo más ampliamente posible, que sean adquiridos originales para permitir la edición de otros nuevos y que, de reproducir partes, se haga constar el título y la autoría.

		

		
			








Introducción

			Las guerras del siglo XXI no emergen como acontecimientos aislados, sino como expresiones complejas de una pregunta insistente: qué configura el poder y cómo se legitima su ejercicio en contextos frágiles. De las 49 guerras que han existido de 2000 a 2025, 31 tuvieron como uno de los factores más importantes la lucha por el poder político, el 63% de los casos, aunque junto a otros motivos, como la etnopolítica, la búsqueda de un autogobierno, el control por los recursos naturales, la presencia yihadista o la defensa de la identidad cultural. En total, se trata de 31 guerras que han afectado a 28 países y que, sin contar las provocadas por el yihadismo, han tenido más de un millón y medio de muertos. Es de notar que, en el 78% de los casos, estos países ya habían tenido experiencias previas de guerra, un dato importante, pues significa que no se han aprendido totas las lecciones del pasado, y que pueden haber subsistido algunos motivos de fondo de las anteriores guerras. Aclaro igualmente que no se busca el poder político por capricho, aunque exista mucha codicia y ambición por parte de muchos líderes, sino que existen condiciones objetivas que propician y explican el surgimiento de grupos armados, que normalmente se enfrentan a Estados autocráticos.

			En este libro, he intentado cuantificar varias cuestiones sobre este tema que expongo en gráficos con sus porcentajes, aspecto que es novedoso en este tipo de estudios. En su mayoría se trata de valoraciones e interpretaciones muy subjetivas y, por tanto, susceptibles de error en cuanto al número preciso que ha de entenderse siempre como una orientación, pero sí creo que puede ser bastante acertado el orden de prioridades, por lo que recomiendo acogerse a esta forma de valoración. Este estudio es el tercer volumen de una trilogía sobre los conflictos armados de este siglo, donde en el primero he abordado los conflictos etnopolíticos y de autodeterminación1, en el segundo el papel de las religiones en estos conflictos2 y aquí los conflictos vinculados con las luchas por el poder político. Avanzo algunas de las conclusiones.

			En el 54% de los casos estudiados, la mayoría, la intención y propósito era conseguir el poder a nivel nacional, mientras que en el 34% se buscó el control del poder político regional. En el 12% de los casos restantes, los grupos armados simplemente querían influir a escala nacional, pero no tomar el poder. Estos conflictos nacen de fracturas localizadas (territoriales, étnicas o comunitarias) que actúan como plataforma inicial para desafiar al Estado. Incluso en los casos en que los grupos armados lograron proyectarse a nivel nacional, la retención del control territorial regional fue decisiva, tanto para sostener la movilización como para dar credibilidad a su proyecto político.

			En la “caja de herramientas” de la resolución de conflictos que usan mediadores y negociadores, los instrumentos dedicados a resolver los conflictos por el poder político son numerosos y adaptables a cada situación. Medidas no faltan. La dificultad es lograr que la otra parte las acepte. Las propuestas más recurrentes para finalizar con estos conflictos armados incluyen algunas herramientas muy efectivas, a saber, la inclusión del grupo armado en el Gobierno y en las Fuerzas Armadas, diversas formas de federalismo o de autogobierno (autonomía, en especial), integración política (conversión del grupo armado en partido político, con acceso a las campañas electorales), descentralización de todas las actividades del Estado, garantías externas y celebración de elecciones. También pueden concederse amnistías, dar garantías constitucionales o hacer cambios en la Constitución y ofrecer seguridad a las comunidades, en vez de reprimirlas.

			Como he apuntado, en este tipo de guerras hay tres aspectos asociados muy presentes: el carácter etnopolítico, en el 87% de los casos; las demandas de autogobierno, en el 64%, y el control por los recursos naturales, en el 29%. Las principales demandas políticas de todos los grupos armados que han intervenido en estas 31 guerras son las formas de autogobierno (incluyo autonomía, federalismo o independencia), el reparto del poder político o la inclusión política, la demanda de democracia, el acceso y control de los recursos naturales, finalizar con la discriminación étnica, cambiar o acceder a las fuerzas armadas, derrocar al Gobierno, poner fin a la marginación político o económica, el reconocimiento y respecto a la identidad, la retirada de las fuerzas extranjeras y los reclamos de independencia. Si observamos los logros obtenidos al final, sin embargo, la media es de un tercio de las demandas citadas, siendo las más exitosas la exigencia de retirada de fuerzas extranjeras, el reparto del poder o la inclusión política, el derrocamiento del Gobierno y los cambios o el acceso a las fuerzas armadas. Es de notar el bajo nivel conseguido respecto a las demandas de democracia, en contraste con el reparto del poder; también la consecución de la independencia que como máximo acaba siendo una autonomía, la dificultad para acceder al control de los recursos naturales, finalizar con la discriminación étnica, y acabar con la marginación política y económica. Hay, pues, una notable diferencia entre lo logrado y lo que contiene la caja de herramientas. Esto es importante de cara a buscar soluciones a los conflictos armados que todavía están en activo.

			Las guerras contemporáneas se financian, sobre todo, con recursos endógenos generados en los territorios controlados, más que con grandes flujos externos o con recursos naturales espectaculares. Las formas más habituales y por orden de importancia, son los impuestos a la población que se controla, los peajes en los checkpoints, los apoyos del exterior, la extorsión, las redes comerciales, la explotación de minerales y petróleo, las ayudas de las diásporas y el saqueo y pillaje. La clave está en la institucionalización de la violencia como sistema fiscal alternativo, que reproduce funciones estatales (cobrar, controlar, regular), aunque de manera coercitiva. De este modo, la financiación no solo permite sostener la guerra, sino que crea la base de un poder político de facto, con capacidad de imponer normas, generar dependencia económica y legitimar su autoridad frente a la población y actores externos. Hoy día, más que la ideología, predominan el pragmatismo y la comunicación, y más que el saqueo eventual importa el control estable de rentas (impuestos, peajes, recursos). Los rasgos personales e ideológicos de los líderes no solo se adaptan a la guerra, sino que se alinean con la lógica de financiación que necesitan para sostenerla.

			La mayoría de las guerras del siglo XXI se han producido en Estados cuyos gobiernos eran autocráticos. Este dato es sumamente importante, pues explica el tipo de gobernantes que había en el poder y que han sido contestados militarmente por varios tipos de grupos armados. Estos dirigentes suelen tener unas características muy comunes, destacando el personalismo, el autoritarismo, el militarismo, el etnicismo, el clientelismo y la represión. En cambio, los primeros rasgos de los líderes de los grupos armados insurgentes son el pragmatismo, la capacidad oratoria y comunicativa y el carisma, tres aspectos que los diferencian totalmente de los líderes de los gobiernos autócratas contra quienes luchan. No solo estamos ante líderes perversos, sino ante un diseño institucional-psicológico que convierte el desacuerdo en amenaza existencial y bloquea toda salida no violenta. Ese diseño construye agravios colectivos (por exclusión y clientelismo), destruye mediaciones (por centralización y represión), normaliza la fuerza como lenguaje político (por militarización) y radicaliza identidades hasta hacer políticamente carísimo el compromiso. La guerra, entonces, no es un accidente, sino la consecuencia sistémica de una arquitectura del poder que, para perdurar, necesita miedo, silencio y lealtad particularista. Es por ello, que hablaré de que la flexibilidad cognitiva es un recurso psicológico y social para inmunizar a las sociedades contra el embrujo de líderes perversos, porque fomenta la duda crítica, la empatía, la apertura a alternativas y la resistencia frente a discursos simplistas que justifican la guerra.

			Existe una cierta vinculación, aunque no determinista, entre la fragilidad Estatal y autocracia. La fragilidad empuja hacia arreglos autoritarios (securitización, neopatrimonialismo, rentas) y muchas autocracias reproducen características como personalización, exclusión y subinversión en capacidad. Romper este bucle exige capacidad estatal, pacto fiscal, arreglos inclusivos y rendición de cuentas, secuenciados de forma contextual. En relación al patrimonialismo, cuando el aparato Estatal es débil, el poder se organiza vía clientelas personales, quienes controlan la cúspide, transforman el Estado en un instrumento privado, bloqueando controles y abriendo la puerta a liderazgos autoritarios. La fragilidad de los Estados es, sin duda, uno de los factores más determinantes y recurrentes para explicar el surgimiento y persistencia de grupos armados en el siglo XXI. La experiencia comparada en África, Oriente Medio, Asia y, en menor medida, América Latina, muestra que los contextos donde aparecen estos actores coinciden casi siempre con Estados débiles o colapsados, con un aparato institucional incapaz de asegurar la provisión de bienes públicos fundamentales, de garantizar seguridad, de ejercer legitimidad y de canalizar los conflictos sociales por vías pacíficas. Detrás de cada cifra aparece una lógica de gobernanza, una arquitectura institucional y un repertorio de tensiones históricas que, en conjunto, permiten entender por qué, en pleno siglo de la información y de la globalización, la fragilidad estatal sigue siendo un factor determinante.

			Respecto a las manera de atraer a la gente para sumarse a una rebelión armada, destacan la buena oratoria y el buen uso del discurso, la narrativa y la propaganda, seguido por las promesas de dar seguridad y protección a la gente, el uso de las redes identitarias, las del propio grupo; el pragmatismo en el cálculo estratégico (saber qué hacer en cada momento), recurrir al sentimiento religioso, el control personal y hacer valer la autoridad del dirigente y dar incentivos para lograr futuras recompensas una vez obtenido el poder político. Las redes identitarias (étnicas, comunitarias, religiosas o culturales) aportan la base social y emocional que multiplica la eficacia del discurso. El individuo no se suma a una rebelión en soledad, sino que lo hace dentro de un entramado de pertenencia en el que la decisión se normaliza, se legitima y se refuerza. Estas identidades, cuando son activadas hábilmente, permiten movilizar a grandes colectivos en poco tiempo, al conectar con lo más profundo de su sentido de pertenencia. Estos factores conforman un ecosistema de movilización en el que el discurso insurgente es el hilo conductor que enlaza seguridad, identidad, religión, pragmatismo, autoridad, incentivos y coerción. Juntos construyen una narrativa totalizante que convierte a la rebelión en un proyecto no solo político-militar, sino existencial: una promesa de sentido, protección y futuro, encarnada en la figura del líder y en la comunidad que lo sigue.

			Las guerras civiles no pueden entenderse sin atender las desigualdades horizontales, la exclusión política de grupos étnicos, las desigualdades económicas y territoriales que refuerzan los agravios y hacen más probable la rebelión, y la combinación de agravios colectivos y oportunidades estructurales. En la base de las demandas y de los factores que desencadenan un conflicto armado, hay una serie de agravios, ofensas, ultrajes y humillaciones de las poblaciones que se rebelan. Según mis cálculos, en el 63% de los conflictos armados analizados los agravios han sido muy importantes, en el 26% secundarios y solo en el 11% insignificantes. 

			En el siglo XXI, los grupos armados no surgieron solo porque existieran autócratas o líderes personalistas, sino porque esas estructuras se asentaban sobre condiciones de exclusión, desigualdad y privación. La marginación territorial, la pobreza extrema y la exclusión política representan privación relativa; la fragmentación étnica y religiosa sobre desigualdad horizontal potencian la politización identitaria; la fragilidad estatal y los servicios precarios son formas de violencia estructural; la pobreza, el desempleo y la exclusión niegan necesidades básicas. Así, la guerra aparece no tanto como irracionalidad, sino como un intento, aunque destructivo, de dar respuesta a condiciones estructurales de injusticia. Los líderes armados, mediante discursos de agravios históricos, convierten estas condiciones en narrativas movilizadoras, legitimando la violencia como forma de rectificar desequilibrios percibidos. Otro elemento que voy a destacar, es la combinación de tres factores muy ligados entre sí y presentes en casi todas las guerras analizadas: la identidad comunitaria de los combatientes, la presión comunitaria y de pares, la influencia del parentesco, las redes de pertenencia y el círculo de amistades, que son factores que impulsan a apuntarse a una guerra. Así pues, un aspecto fundamental para comprender los incentivos que llevan a un joven a enrolarse en un grupo armado no se explica solo por motivaciones individuales de estatus, reconocimiento o recursos materiales, sino también por dinámicas sociales y comunitarias. En contextos de guerra o preguerra, la presión de pares y la influencia del parentesco y las redes de pertenencia se convierten en motores decisivos.

			La búsqueda del reconocimiento, el prestigio y el estatus personal, tiene un peso enorme en el reclutamiento para ir a la guerra, lo que desmitifica de buenas a primeras el carácter glorioso, épico, patriótico y altruista que se atribuyen a los guerreros. Súmase a ello el alto porcentaje de la búsqueda a un acceso a los recursos que se deriven de la guerra, que incluye también el hecho de tener asegurado el alimento diario y quizás una paga económica (la milicia como empleo). El acceso al poder político y tener un protagonismo en el futuro del país, en caso de ganar la guerra, puede añadirse a los factores antes mencionados, con lo que el factor de mejora personal adquiere una gran relevancia y está por encima de cualquier consideración política, aunque el sentido de exclusión y el cambio político estén también presentes en la lista, pero en menor medida. El cálculo individual termina pesando más que las grandes banderas ideológicas que se esgrimen como justificación. En conjunto, el vector de mejora personal pesa más que las banderas que se agitan en público. Esta lectura desmonta la épica, pues la guerra no surge de ideales puros sino de catálogos de incentivos individuales agregados, cuidadosamente activados por emprendedores de la violencia que ofrecen recompensas selectivas, identidad y protección, muchas veces ligadas al control de las propias comunidades. Así, la decisión de sumarse a un grupo armado no suele ser estrictamente personal ni puramente ideológica, sino que está profundamente anclada en la presión social inmediata. La guerra, entonces, se convierte en una experiencia de comunidad armada, donde la pertenencia y la lealtad pesan más que el cálculo racional y donde la línea entre convicción y obligación se difumina bajo el peso de los lazos comunitarios.

			El análisis de la dimensión de género de este tema, ha desarrollado varias tesis que ayudan a explicar por qué, en la gran mayoría de los casos, son los hombres quienes promueven y dirigen los conflictos políticos y armados con el objetivo de conquistar el poder político. Estas tesis se articulan en torno a estructuras de género, masculinidades hegemónicas, desi­­gualdades históricas de acceso al poder y construcción simbólica de la guerra. Estas aportaciones se pueden sintetizar en la socialización de género (los hombres son educados para ver la violencia y el control como legítimos modos de afirmación política), las estructuras patriarcales (las instituciones militares, políticas y religiosas han sido diseñadas y ocupadas por hombres, reforzando su monopolio sobre la guerra), la legitimidad simbólica (la guerra y el poder político se codifican culturalmente como espacios de virilidad), la exclusión de las mujeres que, relegadas al cuidado, no acceden a los centros de decisión política, y la reproducción del patriarcado, pues los conflictos no solo redistribuyen poder político, sino que también refuerzan jerarquías de género.

			El acceso directo al poder político, o al menos a cuotas de poder mediante el reparto pactado, se percibe como mucho más concreto y ventajoso, ya que otorga estatus social, acceso a recursos y capacidad de proteger a la propia clientela. El reparto del poder es, así, funcional a las lógicas de patronazgo que ya conocen y practican. Aun cuando los grupos armados se transforman en partidos o actores políticos, arrastran esa mentalidad vertical y clientelar, lo que favorece prácticas de control interno rígido, exclusión de voces disidentes, uso instrumental de las instituciones y resistencia a procesos deliberativos más horizontales. La democracia, que exige pluralismo, negociación y controles recíprocos, aparece para estos actores como una lógica ajena, más lenta e incierta, frente a la inmediatez del poder centralizado que les resulta familiar. Los pactos para poner fin a las guerras del siglo XXI, exista o no un acuerdo de paz formal, tienden a ser pactos de inclusión de élites más que transformaciones democráticas profundas. Los insurgentes luchan por entrar al reparto del poder político (ministerios, autonomía, recursos, representación parlamentaria, participación electoral) y rara vez impulsan la democratización como fin último. Un dato significativo es el elevadísimo nivel de corrupción de los países analizados, tanto al empezar la guerra como en años posteriores. No es solo un síntoma del conflicto, sino un factor estructural de su génesis y reproducción, al minar la legitimidad del Estado, alimentar agravios sociales y erosionar la confianza en las vías pacíficas de cambio.

			La gran paradoja de muchas guerras contemporáneas por el poder político radica en que surgen, en apariencia, de demandas profundamente legítimas: inclusión política de comunidades marginadas, participación económica equitativa, respeto a identidades culturales negadas por regímenes autoritarios o centralistas. Se presentan como rebeliones necesarias frente a sistemas cerrados, injustos y represivos. Sin embargo, la forma en que estas luchas se libran desmiente y destruye, en la práctica, el ideal que dicen perseguir. En lugar de encarnar valores emancipadores, recurren masivamente a medios de barbarie: masacres sistemáticas de civiles, bombardeos indiscriminados sobre ciudades y aldeas, ejecuciones sumarias, violaciones sexuales utilizadas como arma de terror y dominación, y saqueos que erosionan el tejido social. Estas prácticas no son episodios aislados, sino métodos recurrentes y estructurales de guerra. Convierten la violencia contra la población en un instrumento de control y legitimación, y normalizan la lógica del terror como medio político. Así, lo que comenzó como una lucha por la justicia termina reproduciendo, e incluso superando, la brutalidad del régimen combatido.

			Esta paradoja también refleja un vacío estratégico y ético en muchos movimientos armados contemporáneos, pues, aunque sus reivindicaciones sean legítimas, no suelen acompañarlas de una reflexión profunda sobre el tipo de orden político y social que desean construir, ni sobre cómo los métodos de lucha afectan directamente a esa construcción. Se prioriza la toma del poder sobre la transformación política real. De este modo, la guerra se convierte en un fin en sí mismo, una vía de acceso al poder y no en un medio subordinado a un proyecto democrático o inclusivo. Al final, el poder obtenido es poder desnudo, sin contenido normativo ni institucional sólido. Otro aspecto a destacar es que esta contradicción suele verse agravada por dinámicas externas: potencias extranjeras, redes de financiación ilícita, mercenarios y actores regionales alimentan los conflictos con armas, dinero e intereses geopolíticos, incentivando el uso de tácticas brutales y prolongando las guerras más allá de las demandas originales. Esta internacionalización pervierte las causas iniciales y desplaza el foco de la lucha de la justicia interna a la competencia por recursos y alianzas estratégicas, reforzando aún más la distancia entre fines proclamados y medios empleados.

			También conviene subrayar que la normalización de la violencia contra civiles tiene un efecto corrosivo sobre la ciudadanía, al destruir la noción de comunidad política compartida y generando generaciones enteras socializadas en el miedo, la venganza y la deshumanización. Esta destrucción del “nosotros” dificulta enormemente los procesos de reconciliación, justicia transicional y reconstrucción institucional una vez terminada la guerra. No basta con firmar acuerdos de paz: hay que reconstruir la confianza, algo casi imposible cuando la guerra ha convertido a los civiles en objetivos sistemáticos. Finalmente, esta contradicción sirve como un alegato contra toda romantización de la violencia política. Ninguna causa, por justa que sea, puede permanecer intacta cuando se la defiende a través de métodos que niegan la humanidad de otros. Si el medio de lucha reproduce la lógica de la opresión, inevitablemente engendrará un orden que la perpetúe. Las guerras que buscan justicia, pero siembran terror, acaban cosechando regímenes autoritarios, sociedades divididas y generaciones mutiladas, no democracias sólidas ni comunidades políticas libres.

			De esa contradicción emerge una consecuencia devastadora: incluso si los grupos insurgentes logran acceder al poder, ya sea total o parcialmente mediante acuerdos de reparto, el tipo de poder que instauran suele estar profundamente marcado por la cultura de la violencia que los llevó hasta allí. El terror practicado en el camino corrompe los fines proclamados. Ningún orden democrático, plural, respetuoso de derechos y orientado al bien común puede brotar de una praxis política que ha tenido como cimiento la aniquilación del otro y la negación de la dignidad humana. El fin no justifica los medios: los medios configuran el fin. Gobiernos nacidos de la masacre reproducen la exclusión, líderes forjados en la represión se tornan autócratas y sociedades traumatizadas quedan atrapadas en ciclos de miedo y desconfianza. Por eso, frente a la barbarie de estas guerras, es imprescindible afirmar que ninguna causa justa puede realizarse por medios injustos sin traicionarse a sí misma, pues la forma de la lucha prefigura el tipo de poder que resultará de ella.

			La afirmación central que permea estas páginas es, sin duda, que la fragilidad estatal y la tentación autoritaria emerge como un terreno fértil para la emergencia y persistencia de conflictos armados. Pero también es un llamado a la agencia colectiva, a superar lógicas de confrontación que convierten el desacuerdo político en amenaza existencial y a cultivar vías de resolución que fortalezcan la gobernanza inclusiva, la distribución de poder, la autonomía y la garantía de derechos para todas las comunidades. La reflexión crítica que sustenta este estudio apunta, finalmente, a dos dimensiones. La primera es normativa: qué tipo de orden político e institucional puede convivir con diversidad, desigualdad y conflicto, sin recurrir a la violencia como lenguaje principal. La segunda es estratégica: qué herramientas institucionales, jurídicas, financieras y culturales son necesarias para transformar la violencia endémica en política sostenible, por medio de acuerdos que integren, y que no que excluyan, a los actores conflictivos. En este sentido, la flexibilidad cognitiva que proponemos no es un mero recurso psicológico, sino una capacidad colectiva para cuestionar narrativas simplistas, ampliar horizontes de acción y abrir espacios de negociación que prioricen la dignidad, la seguridad y el bien común.

			Con estas premisas, este libro invita al lector a entender no solo el qué de las guerras por el poder, sino el cómo de las salidas posibles, las condiciones que deben tenerse en cuenta para que las resoluciones, cuando ocurren, signifiquen realmente un paso hacia sociedades más inclusivas, menos fracturadas y, sobre todo, menos esclavas de la lógica de la violencia. Al final de libro señalo varias propuestas que buscan convertir la paz en una experiencia cotidiana y material, no solo en un acuerdo político. En conjunto, estos planteamientos apuntan a crear un ecosistema de incentivos positivos que reemplace la lógica del dominio por la de la cooperación, para transformar la lógica del poder armado en una lógica de poder civil y legítimo. La clave está en ofrecer salidas realistas y verificables a los actores del conflicto que reduzcan los costos de la paz frente a los beneficios de la guerra y en crear instituciones capaces de absorber la competencia política sin recurrir a la violencia. Propongo, en definitiva, una paz que se sostiene en la justicia estructural y en la inclusión política, no en la mera regulación de la violencia. Este enfoque exige transformar las condiciones de posibilidad del conflicto, como fortalecer el Estado de derecho, institucionalizar la participación plural y promover acuerdos que hagan de la diversidad una fuente de fortaleza y no de fractura. Así, las rutas de resolución no serán meras soluciones transitorias, sino procesos sustantivos de construcción de convivencia que, con legitimidad social, puedan resistir la prueba del tiempo. Conocer lo que motiva las guerras que buscan el poder político, puede ayudar a encontrar salidas menos violentas y más eficaces para ir al fondo de los problemas que las causan, pues sin reconocer las raíces no se pueden gestionar los conflictos de manera pacífica.









			Las guerras por el poder político 

			Una decisión que tuve que tomar al inicio de este trabajo, era si debía empezar con los conflictos que ya existían y terminaron en los años noventa Liberia, Mozambique, Ruanda, Sierra Leona, Sudáfrica, Punjab, Timor Oriental, Tayikistán, Perú, Bosnia, Croacia, Abjasia, Kosovo y Líbano), o bien, centrarme en los del siglo XXI, para dar continuidad a estudios previos que hice sobre los conflictos contemporáneos. La pregunta que me hacía era de la que hasta qué punto los conflictos de los noventa, eran o no de una generación distinta a los del siglo XXI o si más bien formaban parte de una continuidad de dinámicas (poder político, identidades, recursos, fragilidad estatal) que se reconfiguran con el tiempo.

			Las características principales de los conflictos de los años noventa eran que muchos de ellos eran guerras civiles pos- Guerra Fría, surgidas del colapso de regímenes autoritarios, transiciones fallidas o disputas sobre el modelo de Estado (étnico, federal, centralista); la presencia de identidades etno­­políticas o religiosas (Bosnia, Ruanda, Kosovo, Abjasia, Sudáfrica [racia]), Punjab (sikh vs. Estado indio); también ideológicos con vinculaciones a la pos-Guerra Fría (Perú con Sendero Luminoso, Mozambique [FRELIMO-RENAMO]), o Tayikistán (comunistas, islamistas, clanes regionales). En cuanto a los actores, había presencia de grupos armados nacionales y actores no estatales, muchas veces organizados como guerrillas o milicias locales; una escasa fragmentación de actores transnacionales, salvo en Afganistán (ya en los ochenta-noventa) y cierta influencia yihadista inicial. Y en cuanto a los métodos usados, hay que destacar la violencia masiva (el genocidio de Ruanda, Bosnia), las masacres étnicas, la limpieza étnica y la violencia contra civiles como táctica central; el uso de recursos naturales en guerras civiles africanas (diamantes en Sierra Leona y Liberia); las influencias externas, con un enorme peso de la comunidad internacional (ONU con operaciones robustas en Mozambique, Camboya, Timor; OTAN en Bosnia y Kosovo), e intervenciones regionales (Nigeria/ECOWAS en Liberia y Sierra Leona). El fin de la Guerra Fría implicó un cambio de apoyos externos, y se redujo la financiación soviética o estadounidense a regímenes y guerrillas. Los conflictos armados de los años ochenta y noventa, fueron estudiados por muchos analistas al comprobar que se utilizaban nuevos métodos y había otros actores. En un libro que tuvo gran éxito, publicado a finales del siglo pasado, Mary Kaldor las definió como “las nuevas guerras”3, aunque ya hacía unos años que varios autores las habían definido4.

			En las guerras del siglo XXI donde ha sido importante la lucha por el poder político, tanto nacional como regional que es el objeto de nuestro análisis, se han dado principalmente en contextos de Estados frágiles o autoritarios, con revueltas contra la exclusión política o socioeconómica (Tigray, Darfur, Camerún anglófono, Yemen, Siria), a menudo como continuidad de guerras anteriores, como en Sudán/Sudán del Sur, Liberia o RD Congo; un peso muy importante de la etnopolítica, es decir, grupos étnicos con proyectos políticos; un mayor peso de islam político y el yihadismo transnacional (Al Qaeda, Estado Islámico, Boko Haram, Al Shabaab); una mayor fragmentación de los grupos armados (Siria, Libia, RD Congo o Mali, por ejemplo) y la presencia de milicias híbridas (a veces mezcladas con crimen organizado). En cuanto a los métodos que iremos viendo, han existido combates convencionales, terrorismo, insurgencia asimétrica, uso de drones y ciberguerra, y la persistencia de desplazamientos masivos y hambrunas usadas como arma de guerra. Respecto a las influencias externas, las intervenciones multilaterales han sido más débiles (la ONU con misiones estabilizadoras, pero sin ambiciones transformadoras como en los noventa); han proliferado las guerras por delegación (proxy wars), como en Siria, Yemen o Libia (Estados Unidos, Rusia, Irán, Turquía, Arabia Saudita, Emiratos Árabes Unidos, etc.); una competencia geopolítica global renovada (Estados Unidos-Rusia-China), y la emergencia de poderes regionales (Turquía, Emiratos, Irán, Arabia Saudita, Ruanda en África).

			En resumen, las guerras de los años noventa correspondían a la primera ola de pos-Guerra Fría, la desaparición de dos federaciones (la Unión Soviética y Yugoslavia), marcada por transiciones nacionales, guerras civiles clásicas y operaciones internacionales transformadoras, mientras que el siglo XXI muestra una nueva generación de guerras, más fragmentadas, más internacionalizadas y con la centralidad del poder político en Estados frágiles. En cualquier caso, la lógica de poder ya estaba en los años noventa, aunque se expresara más bajo etiquetas étnicas o ideológicas. Incluso centrados en el presente siglo, podemos distinguir dos etapas, una anterior a 2010 y otra posterior. Hay factores nuevos que han aparecido en los últimos años, como el aumento de yihadismo, un rearme brutal en todo el mundo o las guerras de ocupación, así como una mayor dificultad para lograr acuerdos de paz, mientras que han crecido los conflictos armados que han terminado con una victoria militar, como puede verse en el gráfico. El descenso de acuerdos de paz no implica necesariamente que la diplomacia haya perdido toda relevancia, pero sí indica un entorno más hostil para la negociación, debido a la fragmentación de actores, conflictos existenciales, lógicas de aniquilación, debilitamiento de la presión internacional, reconfiguración del orden mundial y debilitamiento del multilateralismo, polarización geopolítica y desilusión social. En este contexto, la paz negociada ya no es el desenlace por defecto, como lo fue en las décadas posteriores a la Guerra Fría. Las victorias militares pueden ofrecer finales más claros en el corto plazo, pero tienden a ser menos inclusivas y menos sostenibles, aumentando el riesgo de ciclos de violencia recurrente.


			Gráfico 1

EL DESCENSO DE LOS ACUERDOS DE PAZ Y LA VUELTA AL MILITARISMO



			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia.

			
En 2008, el economista Paul Collier5, que citaré varias veces, escribió un interesante libro con varias conclusiones que quedaron completamente desfasadas pocos años después, aparte de otros aspectos muy discutibles. Collier mostraba su satisfacción por la enorme expansión de las elecciones democráticas en los países pobres, cuando en realidad empezaron a aumentar los Estados autoritarios y autocráticos a partir de 2012 y seguía siendo así en 2025. También se refería a la oleada de acuerdos de paz, correcto en aquel momento, pero que empezó a descender en picado a partir de 2010. Dejo a un lado cuestiones muy discutibles de su ensayo, como la defensa de un tipo de intervenciones militares, golpes de Estado para instalar democracias o incrementar la ayuda al desarrollo, cuando se puede demostrar lo perjudicial que ha sido históricamente esta última al impedir procesos internos para conquistar soberanía y libertades, en vez de que quedar prisioneros y dependientes de la ayuda externa6.

			Como he avanzado en la introducción, en las guerras del siglo XXI donde la lucha por el poder político ha sido un factor muy destacado, hay tres aspectos asociados muy presentes: el carácter etnopolítico en el 87% de los casos, las demandas de autogobierno en el 64% y el control por los recursos naturales en el 29%, cuestiones que analizaré vinculándolas con las pugnas por el poder político. En la mayoría de las


			
			

			
			
			

			

			
			
			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

				
				
					
							
							
						
							
							
							
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
							
						
							
							
							
							
						
							
					

					
							
							
						
					

				
			

			

			

			

			
			
			
			


			
			
				
					
					
				
				
					
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
					

				
			

			

			
			

			
			
			
			
			

			
			

			


			
			
			


			
			
			
			

			
			

			

			
			
			

			
			
			El reverso de la moneda. La cancelación 
y las guerras contra la construcción 
de nuevas entidades políticas

			
			

			
			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

				
				
					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
					

				
			

			

			
			
			
			
			
			
			
			Las demandas políticas de los grupos armados

			
			

			
			
			
			
			

			
			
			
			

			
			
			
			
			


La financiación de los grupos armados 
y la pérdida de la inocencia

			
			

			
			

			
			

			
			
					Depredación-contención. La economía de conflicto es depredadora, y la estrategia militar se basa en la contención con las fuerzas gubernamentales. Los grupos armados operan en zonas formalmente bajo control estatal con el fin de desestabilizar al Estado y recaudar fondos, realizando ataques relámpago, como asesinatos, secuestros, robos o atracos a bancos. En esta etapa, los gastos necesarios son reducidos, ya que el grupo armado es pequeño y las operaciones son a pequeña escala.

					Parasitismo-expansión. A medida que los grupos armados crecen en tamaño y alcance territorial, la economía de conflicto se vuelve cada vez más parasitaria. Las operaciones se llevan a cabo en una zona geográfica específica, en la que el grupo expande su control. La estrategia militar cambia de ataques relámpago a guerra de baja intensidad y a estrategias económicas para debilitar al Gobierno. A medida que la economía formal decae y el Gobierno pierde ingresos fiscales, un grupo armado capta una mayor proporción de la economía sumergida y se fortalece gracias a ingresos adicionales.

					Extracción-control territorial. Los insurgentes establecen el control sobre una zona de la que el Estado está excluido. En esta zona, un grupo armado se convierte en el Gobierno de facto y gestiona los servicios sociales, el arbitraje y el sistema tributario. Esto último genera fondos para continuar las actividades militares. Estas zonas pueden, en última instancia, convertirse en un Estado de facto, en el que un grupo armado establece el control sobre el territorio y la población, y crea instituciones.

			

			
			¿Reparto del poder o democracia?

			
			

			
			


			
			

			
			
			
			
			
			
			
			

			
			

			
			
			

			
			
					El Estado poscolonial como herencia del colonialismo. Los Estados africanos surgieron como construcciones coloniales artificiales, sin correspondencia con las comunidades históricas ni con un pacto social sólido. La independencia transfirió a élites locales un aparato estatal diseñado para la extracción y el control coercitivo, no para la inclusión política28.

					Centralidad del Estado como fuente de recursos. El Estado poscolonial se convirtió en el principal distribuidor de rentas, empleos públicos y acceso a recursos (contratos, concesiones, ayuda internacional). Al carecer de economías diversificadas y de instituciones sólidas, el control del poder político equivalía al acceso exclusivo a riqueza y supervivencia política29.

					Fragmentación étnica y clientelismo. La ausencia de un nacionalismo cívico integrador, hizo que las élites movilizaran identidades étnicas como base de legitimidad y de reclutamiento armado. La competencia por el Estado se articuló a través de redes clientelares que ex­­cluyen a los demás, alimentando rebeliones de grupos marginados30.

					Neocolonialismo y dependencia internacional. La política africana se inserta en relaciones de dependencia con potencias extranjeras que fomentan gobiernos aliados o intervienen selectivamente. Los conflictos armados son en parte luchas por controlar esa interlocución privilegiada con donantes, recursos estratégicos o actores globales31.

					La violencia como forma de hacer política. Dada la debilidad de las instituciones, los golpes de Estado, rebeliones y guerras civiles se convirtieron en mecanismos habi­­tuales de sucesión política. Se normalizó la violencia como recurso para alcanzar el poder, en lugar de elecciones o pactos institucionales32.

			

			
			
			
			
					Que el reparto del poder sea un puente, un medio, pero no el destino final. Fijar en el texto una cláusula temporal con metas verificables hacia reglas generales, como celebrar elecciones competitivas, una reforma electoral, regular la financiación de los partidos y transitar de un sistema rígido de reparto de poder basado en cuotas identitarias a un sistema más flexible y democrático, fundamentado en la ciudadanía común y en criterios universales (igualdad de voto, mérito, pluralismo político, participación libre), donde las cuotas se revisan o se eliminan para favorecer la cohesión cívica.

					Combinar varios ejes de solución (ejecutivo, territorial, militar), estableciendo límites mínimos e innegociables que garanticen gobernabilidad y eviten bloqueos. Mezclar ejes con mínimos exigibles significa no optar por un solo mecanismo de inclusión (ni solo cuotas políticas, ni solo autonomía, ni solo desarme, desmovilización y reincorporación, DDR), sino hibridar varias fórmulas, cada una con condiciones mínimas claras y con salvaguardias que eviten que las concesiones se conviertan en bloqueos crónicos. Mezclar ejes con mínimos exigibles, significa crear un entramado de inclusión múltiple, donde cada dimensión (ejecutivo, territorial, militar) tenga límites claros, reglas de juego estables y salvaguardias para que la concesión a una parte no se traduzca en parálisis para todo el sistema. Es un diseño que busca inclusión sin captura, gobernabilidad sin bloqueos y flexibilidad sin desintegración.

					Blindar la secuencia. Por ejemplo, empezar primero por garantizar la seguridad, luego por el establecimiento de un Gobierno transicional y elecciones con garantías (observación y justicia electoral) y, por último, una reforma constitucional gradual. Esta recomendación busca evitar dos riesgos que se repiten en numerosos acuerdos de paz, como la precipitación de reformas profundas sin que existan condiciones mínimas de seguridad y confianza entre los actores y la captura de los procesos de transición por élites o facciones armadas que aprovechan la fragilidad del momento inicial. Blindar la secuencia significa, por tanto, asegurar un orden lógico, escalonado y protegido de retrocesos en la implementación del acuerdo.

					Antídotos a los pactos de élites, a través de transparencia fiscal y control de rentas, órganos anticorrupción con apoyo externo y con cuotas sociales que permitan la participación de mujeres, minorías y sociedad civil en gabinetes y comisiones, no solo los excombatientes. Cuando se habla de pactos de élites en acuerdos de reparto del poder político, se suele señalar el riesgo de que las negociaciones queden restringidas a líderes armados, dirigentes de partidos dominantes y sectores privilegiados, lo que cristaliza una paz excluyente: los excombatientes transformados en élites gubernamentales, con acceso a rentas y cargos, pero con una débil apertura hacia la ciudadanía. Para contrarrestar esta tendencia, se han planteado antídotos institucionales y sociales que evitan que el reparto se convierta en un mero botín de paz.

					Reducir el poder de veto. Sustituir vetos étnicos amplios por mecanismos de doble mayoría limitados y con mediación constitucional. Esto evita la parálisis observada en sistemas consociacionales rígidos.

					Garantías externas reforzadas, como la figura de Grupo de Países Amigos, garantes, etc., con capacidad de arbitraje rápido en caso de conflictos o incumplimiento de los acuerdos. En síntesis, se trata de pasar de un garante simbólico a un ecosistema de garantías externas, con capacidad arbitral vinculante, condicionalidad financiera, respaldo político multinivel y presencia sobre el terreno, que actúe como red de seguridad frente al incumplimiento.

					Diseño electoral inclusivo y sin etnificar. En lugar de cuotas rígidas basadas en identidades étnicas, religiosas o comunitarias, se recomienda usar mecanismos electorales que fomenten la representación plural y la cooperación entre grupos sin cristalizar divisiones. Esto implica: a) fórmulas de representación proporcional moderadas, es decir, sistemas proporcionales que aseguren representación a minorías y corrientes diversas, pero que al mismo tiempo incentiven la formación de partidos de base amplia y coaliciones; b) umbrales bajos de representación, esto es, mantener barreras legales de entrada al parlamento (porcentaje mínimo de votos para obtener escaños) en niveles reducidos, para evitar la exclusión de minorías políticas y sociales, pero sin caer en una atomización extrema; y c) incentivos al voto cruzado, introduciendo reglas que estimulen a los votantes a apoyar candidatos o listas de diferentes comunidades, con fórmulas como listas abiertas o el voto transferible único, que al redistribuirse las preferencias, los candidatos que logran atraer votos de distintas comunidades tienen más probabilidades de ser elegidos. En conjunto, este diseño favorece inclusión política sin fijar identidades en las instituciones, ya que el acceso al poder no depende de pertenecer a un grupo étnico o religioso predeterminado, sino de la capacidad de generar apoyo plural y crear coaliciones.

			

			
			La cultura de la violencia y el belicismo

			
			
			
			
			
			
			
					La centralidad de la violencia como medio legítimo. En muchos grupos armados, las armas no son solo instrumentos tácticos, sino también símbolos de poder, dignidad y pertenencia. Esta cultura fomenta la idea de que el poder se consigue y se conserva por la fuerza, más que mediante instituciones democráticas.

					Prioridad de la seguridad sobre la participación. La lógica armada pone en primer plano el control territorial, la disciplina y la supervivencia frente al enemigo. Esto desplaza a un segundo plano valores como pluralismo, deliberación o rendición de cuentas.

					Dificultad para desarmar. El monopolio de las armas es la base del poder del grupo. Cederlo supone una pérdida de estatus y capacidad de presión, lo que explica por qué, incluso en procesos de paz, se inclinan más por fórmulas de poder compartido que por desmilitarización plena.

					Estructura de mando rígida. Los grupos armados reproducen la lógica castrense de obediencia absoluta a los superiores. Esto favorece liderazgos fuertes y personalistas, y dificulta el aprendizaje de prácticas deliberativas y horizontales.

					Culto al líder. La figura del líder rebelde suele ser carismática y centralizada, como comentaré más adelante. Su autoridad se legitima por el control de las armas y las victorias militares, no por mecanismos de representación democrática.

					Reproducción en la política. Cuando estos líderes acceden al poder o a cargos institucionales, trasladan esa misma verticalidad a la esfera política, privilegiando el control y la lealtad antes que la construcción de instituciones inclusivas.

					Identidad basada en la exclusión. Muchos grupos armados se articulan en torno a agravios étnicos, religiosos o regionales. La demanda no es tanto democratizar al conjunto del Estado, sino asegurar la representación o el control de “su” comunidad.

					Pragmatismo político. Los grupos armados, sobre todo tras años de guerra, desarrollan estrategias pragmáticas de supervivencia. De ahí que las exigencias centrales sean inclusión política, cuotas de poder, ministerios, gobernaciones o recursos económicos, en lugar de transformaciones democráticas estructurales.

					Desconfianza hacia el Estado. La experiencia previa con regímenes autoritarios o corruptos refuerza la visión de que la mejor garantía es controlar directamente una parte del poder, no necesariamente democratizarlo para todos.

					Economía de guerra. Muchos grupos se financian a través de recursos extractivos, contrabando o redes clientelares. Esto genera incentivos para negociar espacios de poder que permitan mantener esas redes, en vez de impulsar reformas que podrían debilitarlas.

					Mediadores internacionales. En numerosos procesos de paz, los actores internacionales promueven fórmulas de reparto de poder (power-sharing) como vía pragmática para detener la guerra. Esto legitima que los grupos armados conciban la paz como acceso a cuotas, no como democratización.

			

			
			
			
			
			La recaída en los conflictos políticos: cuando no se aprenden las lecciones del pasado

			
			
					Falta de liderazgo para una buena gobernanza. La reconstrucción exitosa de la gobernanza y la administración pública después de un conflicto requiere un liderazgo comprometido. Es el liderazgo el que impulsará y apoyará el desarrollo de la capacidad humana e institucional para un gobierno eficaz y la prestación de servicios públicos, el que impulsará y motivará a la población a participar en la reconstrucción del país, a movilizar recursos y apoyos internos y externos, y el que aplicará y se adherirá a una estricta transparencia y rendición de cuentas para generar confianza en el go­­bierno por parte de todos los socios, incluida la propia po­­­­blación44.

					La debilidad institucional heredada. Los Estados que han atravesado guerras anteriores, suelen salir con instituciones destruidas o debilitadas, con parlamentos sin legitimidad, sistemas judiciales corruptos, ejércitos fragmentados o policías poco profesionales. Esto genera una fragilidad estatal que impide canalizar los conflictos de forma pacífica. La falta de confianza en las instituciones, hace que grupos opositores recurran nuevamente a la violencia. Por ejemplo, tras la guerra civil de los noventa, Somalia nunca reconstruyó un Estado central fuerte y la guerra continuó en forma de señores de la guerra, Al-Shabaab, etc45.

					Falta de inclusión en la nueva política. Las demandas de relaciones inclusivas entre el Estado y la sociedad son fundamentales en las agendas de reforma promovidas por los insurgentes armados. La transición política y la restauración del monopolio estatal legítimo sobre el uso de la fuerza son procesos interdependientes y su eficacia se basa en los principios complementarios de inclusividad, participación e integralidad46.

					Persistencia de agravios no resueltos. Muchas guerras terminan con acuerdos incompletos, amnistías o repartos de poder superficiales, pero sin resolver las causas profundas, como exclusión política, desigualdades territoriales, marginación étnica o religiosa. Estos agravios quedan latentes y resurgen en cuanto se debilita el equilibrio político. Sudán, por ejemplo, firmó múltiples acuerdos de paz, pero la exclusión y el clientelismo persistieron, derivando en las guerras de Darfur y en el conflicto entre el ejército y las RSF.

					Cicatrices sociales y memorias de violencia. Las sociedades que han vivido guerras anteriores arrastran traumas colectivos, resentimientos y divisiones comunitarias. La memoria de masacres, desplazamientos o discriminaciones se transmite a las nuevas generaciones, reforzando identidades antagonistas. Esto alimenta discursos de revancha y aumenta la facilidad de movilización de las élites beligerantes. En los Balcanes, la memoria de las guerras de los noventa aún se utiliza en el discurso político.

					Economías de guerra y redes armadas previas. Una guerra previa deja tras de sí estructuras armadas, líderes guerrilleros, excombatientes y economías ilícitas (contrabando, diamantes, drogas, oro, secuestros). Estos actores tienen incentivos para reavivar el conflicto cuando sienten amenazados sus intereses. Así, la guerra se convierte en un “modo de vida” para quienes dependen de ella. En RD Congo, por ejemplo, las redes armadas de las guerras de los noventa siguieron activas en el siglo XXI, alimentadas por los recursos minerales.

					La debilidad de los acuerdos de paz, la falta de un proceso de desmovilización, desarme y reintegración (DDR) efectivo y las dificultades de entrar en política de los excombatientes. Muchos procesos de paz no logran un DDR completo. Hay excombatientes que quedan mal reintegrados, sin empleo ni reconocimiento y pueden volver a las armas o ser reclutados por nuevas facciones. Un ejemplo puede ser el de Mali, donde exrebeldes tuareg que se habían desmovilizado en acuerdos anteriores, retomaron la lucha en 201247, o las FARC de Colombia, después del Acuerdo de Paz en 2016.

					Legado de regímenes autoritarios y personalistas. Países con guerras anteriores suelen estar dominados por élites centralistas, autoritarias o clientelistas, que mantienen los mismos patrones de exclusión. Estos regímenes no generan sistemas democráticos inclusivos, sino que reproducen las condiciones de violencia. Siria, por ejemplo, ya había experimentado represión violenta bajo Háfez al-Asad; el régimen de su hijo Bashar repitió la misma lógica en 2011 y en 2025, el nuevo régimen se encontró en una situación similar.

					La normalización de la violencia. Sociedades con guerras pasadas, tienden a bajar el umbral moral contra el uso de la fuerza. La violencia se convierte en una herramienta aceptada para alcanzar fines políticos porque ya se probó y se percibió como eficaz. Esto reduce las barreras culturales para iniciar un nuevo levantamiento armado. En Afganistán, tras décadas de guerra, los talibanes pudieron reclutar con facilidad porque la guerra era vista como un escenario “normal”. Los periodos de conflictos violentos prolongados han dado lugar a una cultura de la violencia que crea un entorno socialmente permisivo dentro del cual la violencia puede continuar, incluso después de que se hayan firmado los acuerdos de paz y el conflicto político violento haya terminado48.

					Geopolítica y patrones regionales. Las guerras anteriores dejan fronteras inestables, refugiados y armas en circulación que aumentan la probabilidad de nuevos conflictos en la misma zona. Además, vecinos que intervinieron antes patrocinando facciones, tienden a repetir ese patrón. El Cuerno de África ha tenido olas de conflictos porque Eritrea, Etiopía, Somalia y Sudán han intervenido mutuamente en sus guerras.

					Factor psicológico-político de los líderes. Líderes con memoria de victorias o derrotas previas, tienden a creer que la guerra es un medio viable para conseguir el poder político. Los “emprendedores de violencia”, saben movilizar agravios antiguos y redes clientelares ya probadas.
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